

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO DIECISÉIS
En la ciudad de Córdoba, a los cuatro días del mes de agosto de dos mil diecisiete, siendo las doce y treinta horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y María Marta Cáceres de Bollati, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "ALBERTO, SANDRA DEL VALLE C/ MUNICIPALIDAD DE COLONIA SAN BARTOLOMÉ - AMPARO POR MORA - RECURSO DIRECTO" (Expte. N° 2844983), fijándose las siguientes cuestiones a resolver.
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso directo?
SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?
Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Sebastián López Peña y María Marta Cáceres de Bollati.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:
1.- La parte actora interpone recurso directo (fs. 27/30vta.) en contra del Auto Número Ciento treinta y seis, dictado por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la Quinta Circunscripción Judicial con asiento en la ciudad de San Francisco el nueve de junio de dos mil dieciséis (fs. 25/26vta.), a través del cual se rechazó el recurso de casación interpuesto (fs. 16/21) en contra de la Sentencia Número Noventa y uno del veintidós de septiembre de dos mil quince (fs. 11/15), mediante la cual se resolvió: "1°) Declarar abstracta la petición de amparo por mora por sustracción de la materia. 2°) Imponer las costas por el orden causado y no regular honorarios en esta oportunidad. ...".
2.- A fojas 31 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto en sentido adverso a la admisibilidad formal del recurso directo (Dictamen CA N° 540 del 22 de julio de 2016, fs. 32/34).
3.- A fojas 35 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 36) deja la causa en estado de ser resuelta.
4.- Corresponde en primer término analizar la viabilidad formal del recurso directo interpuesto.
En orden al mismo, es dable precisar que se han satisfecho los recaudos establecidos por el artículo 402 del Código Procesal Civil y Comercial -aplicable por remisión expresa del artículo 13 de la Ley 7182- advirtiéndose que la parte recurrente ha rebatido los argumentos mediante los cuales el Tribunal a quo denegó la concesión del recurso de casación interpuesto.
5.- En mérito a lo señalado en el punto anterior, ha menester juzgar sobre la procedencia formal y sustancial del recurso de casación interpuesto.
6.- La expresión de agravios admite el siguiente compendio:

6.1.- Con base en el motivo formal (art. 45, inc. b), Ley 7182), denuncia el quebrantamiento de las formas sustanciales establecidas para el procedimiento o la sentencia.
Sostiene que la sentencia incurrió en el vicio de falta de fundamentación lógica y legal en violación a los artículos 155 de la Constitución Provincial y 326 del Código Procesal Civil y Comercial.
Expone que resulta falsa la afirmación de que el objeto del amparo por mora devino abstracto por sustracción de materia justiciable como consecuencia del dictado de la Ordenanza Número 01/2015 del Concejo Deliberante de Colonia San Bartolomé.
Explica que para que ello hubiese ocurrido, la demandada debería haber dado respuesta expresa a su solicitud oportunamente formulada mediante el pertinente reclamo administrativo, lo que hasta la fecha no hizo.
Añade que en Sede Administrativa efectuó una petición clara y concreta ante el órgano ejecutivo municipal, solicitando que se le calcule el adicional por antigüedad sin reducción porcentual alguna mediante la aplicación de un sistema distinto al utilizado en base a los argumentos allí vertidos.

Señala que no se le dio una respuesta real y concreta a su petición administrativa sino sólo una aparente con lo expresado en la demanda, pues no se rechazó ni acogió expresamente su pedido. Consecuentemente, entiende que subsiste aún hoy su interés en obtener un mandamiento judicial de pronto despacho que ordene pronunciarse expresamente sobre el reclamo planteado oportunamente.

Destaca que la contestación de la demanda se limitó a indicar la normativa que rige el cálculo del adicional reclamado.

Explica que no solicitó tal información sino que requirió que en lo sucesivo se le aplique un sistema diferente y se le abonen las diferencias retroactivamente.

Agrega que dicho pedido específico y concreto no fue contestado por lo que mal puede considerarse que el objeto de la acción devino abstracto.
Plantea que aun cuando erróneamente se considerase que la Ordenanza Número 01/2015 dio respuesta a su reclamo, no operó una verdadera sustracción de materia sino un allanamiento tácito a lo demandado. Cita doctrina al respecto.
Concluye que conforme a lo expuesto la sentencia carece de fundamentación lógica y legal.
6.2.- Con apoyo en el mismo motivo de casación (art. 45, inciso b), Ley 7182),  censura que en la imposición de las costas por su orden, también se incurrió en el vicio de falta de fundamentación lógica y legal.
Alega que la imposición se construyó a partir de la falsa premisa, según la cual, se operó la sustracción de materia justiciable y, consecuentemente, había devenido abstracto el objeto de la acción promovida.
Manifiesta que como ya se expuso, no operó la sustracción de materia ni devino abstracta la acción y agrega que, aún para el caso contrario, igualmente la imposición de costas en base a los argumentos dados por la Sentenciante violan el deber de fundamentación lógica y legal por violación al principio de razón suficiente.
Reflexiona que erróneamente se afirma que la cuestión se rige por el artículo 14 de la Ley 4915 en virtud de la remisión del artículo 13 de la Ley 8508 y a partir de ello que en el amparo por mora al igual que en el régimen general del amparo no hay condena en costas si antes del vencimiento fijado para contestar el informe cesa el acto u omisión.
Aclara que las normas del régimen general sólo se aplican supletoriamente ante situaciones no regladas en la ley del amparo por mora, lo cual no ocurre en el caso porque la cuestión discutida está regulada expresamente en el tercer párrafo del artículo 10 de la Ley 8508.

Postula que sostener lo contrario implica contradecir la interpretación literal del texto del artículo 13 de la Ley 8508.
Sostiene que según la Sentenciante, la demandada -que no resolvió tempestivamente su reclamo- es la culpable de que haya tenido que promover una demanda, pese a lo cual, arbitrariamente se aparta de la solución correcta en la imposición de costas.
Colige que al imponerse las costas por el orden causado al considerar erróneamente aplicable el artículo 14 de la Ley 4915, la decisión se torna arbitraria por cuanto no constituye una derivación razonada del derecho vigente.
Hace reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).
7.- El procedimiento se cumplió con la intervención de la demandada en aquella Sede, quien contestó el recurso de casación y por los motivos que allí expuso solicitó que sea declarado inadmisible, con costas (fs. 22/24).
8.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta en tiempo propio, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 385 del C.P.C. y C. y 45 de la Ley 7182).
9.- La sentencia de primera instancia contiene una adecuada relación de causa (art. 329 del C.P.C. y C.), que debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración.
10.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, el Tribunal de Mérito, declaró abstracto el amparo por mora por sustracción de materia e impuso las costas por el orden causado.

11.- Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo la parte accionante, quien insiste en postular que los requisitos legales se cumplen para la procedencia de la acción de amparo incoada.
12.- Es dable puntualizar que por el carril del motivo formal de casación es posible cuestionar la motivación de una decisión, "... ya sea porque la misma esté ausente o bien cuando estando presente aparezca como irrazonable..." (ver cita N° 212 efectuada en DE LA RÚA, Fernando, El recurso de casación, Ed. Zavalía, Buenos Aires, 1968, p. 153).
Por otra parte, "El tribunal de juicio tiene el deber de suministrar las razones que justifican su fallo. Debe enunciar el porqué de su decisión. Debe en una palabra, fundamentar la sentencia y justificar la decisión jurisdiccional. Esto constituye la motivación..." (ob. cit., p. 156).
La debida motivación lógica y legal de todo pronunciamiento judicial se erige en un principio constitucional que por una parte se dirige a lograr el convencimiento de las partes en el proceso respecto a la corrección y justicia de la decisión judicial y, por la otra, permite el control de la actividad jurisdiccional por vía de recurso.
En ese orden de conceptos, la motivación del decisorio debe mostrar el esfuerzo del Juzgador por lograr una aplicación del derecho vigente, libre de toda arbitrariedad (ver entre otras, Sents. Nro. 76/2000 "Bencivenga..."; Nro. 15/2000 "Mondino..." y Nro. 78/2001 "Stiberman...").
13.- Tal como se ha sostenido reiteradamente (doct. en Sent. Nro. 47/2008 "Sánchez…" entre muchas otras) la acción de amparo por mora constituye un instrumento instituido exclusivamente en protección del administrado en su relación con la Administración, derivándose ello de la terminología empleada en el artículo 52 de la Constitución Provincial y en la Ley 8508 que reglamenta el instituto y requiere para su procedencia la existencia de una situación objetiva de demora en cumplir el deber impuesto en un plazo determinado, siempre que la omisión afecte un derecho subjetivo o un interés legítimo (art. 1, ib.) y que sea imputable a un funcionario, repartición o ente público administrativo que actúe en ejercicio de la función administrativa (art. 2, ib.).

Así, a la luz de estas precisiones y conforme las constancia de autos a diferencia de lo expresado por la Sentenciante, cabe sostener que no se realizó el correcto examen del reclamo administrativo presentado el trece de marzo de dos mil catorce con el fin de que "…en lo sucesivo se modifique o rectifique el modo en que la administración viene calculando, liquidando y abonando el adicional por antigüedad que como empleado de la administración demandada percibo" (fs. 1).

Efectivamente, surge evidente que el acto al que hace referencia la Sentenciante en la fundamentación de su resolución para declarar abstracto el amparo por mora, esto es la Ordenanza Número 01 de fecha trece de marzo de dos mil quince (cfr. fs. 7/9), no significó una respuesta expresa a lo solicitado administrativamente por la parte demandante.
La citada ordenanza que dispone un incremento en el sueldo básico del personal municipal de Colonia San Bartolomé a partir del primero de marzo de dos mil quince y explicita las pautas generales para el cálculo de los adicionales y suplementos, no decide puntualmente el reclamo planteado.

Tampoco constituye una respuesta expresa, manifestar en la contestación de la demanda (como acertadamente se destaca en el recurso) que se acompaña copia certificada de la "…normativa vigente en base a la cual se calcula y se calculará en lo sucesivo -mientras no sea derogado o modificada- el adicional por antigüedad del personal comprendido), y las Ordenanzas locales, con lo que queda contestado el fondo de la cuestión planteada" (fs. 10, in fine).

Todo ello, permite concluir que la Ordenanza Número 01/2015 como así tampoco la contestación de la demanda, constituyen el acto administrativo de respuesta que persigue la parte actora en autos, máxime cuando su reclamo comprende no sólo la modificación de la forma de cálculo del adicional por antigüedad en adelante sino también su pago retroactivo (cfr. fs. 17, últ. párr.).

En definitiva y como bien lo destaca la parte actora, la Municipalidad al contestar la demanda reconoció la mora administrativa (cfr. fs. 10, pto. I, contestación de demanda) pero nunca acreditó, acompañó o hizo referencia al acto administrativo que supuestamente debiera dar respuesta al reclamo planteado.

Consecuentemente, luce desacertada la conclusión de la Cámara, en orden a que "El objeto del amparo por mora intentado en este caso se transformó en abstracto por sustracción de materia, pues la demandada, luego de iniciada la presente causa, mediante Ordenanza 01/2015, del Honorable Consejo Deliberante de Colonia San Bartolomé, ha dispuesto incrementar en un diez por ciento (10%) a partir del 01 de Marzo de 2015 el sueldo básico de las Autoridades Superiores y Personal Dependiente de la Administración Municipal…" (fs. 11vta./12).

14.- En el contexto así referenciado, se advierte que asiste razón a la parte recurrente, en tanto que el razonamiento efectuado por el Tribunal a quo, no aparece como una derivación razonada del derecho vigente, por cuanto el Tribunal de Mérito debió analizar si se configuraban los presupuestos del amparo por mora, el cual se exhibe en el contexto normativo local como una acción constitucional (art. 52, C.P.) que supone una situación objetiva de demora por parte de un funcionario, repartición o ente público administrativo en cumplir un deber concreto en un plazo determinado y que es ejercida por quién tiene un interés al respecto.

Como es sabido, el derecho a obtener un acto expreso transita por senda distinta por la que pueda eventualmente desplazarse el destino último de la pretensión de fondo actuada en esa petición, la que podrá ser admitida o declarada formalmente inadmisible o bien estimada favorablemente o denegada por la Administración por resultar sustancialmente improcedente (doc. de esta Sala en Sent. Nro. 111/2001 "Barciocco...", Sent. Nro. 121/2001 "Gutiérrez...", Sent. Nro. 18/2003 "Vázquez...", Sent. Nro. 62/2003 "Gallo...", Sent. Nro. 79/2004 "Gauna...", entre otras).

En efecto, la ratio legis del instrumento procesal en cuestión, es sólo procurar el pronto despacho del obrar administrativo demorado. No es objeto de decisión en este contexto ninguna otra cuestión. La concurrencia de los requisitos formales o sustanciales de lo peticionado, reclamado o recurrido por el administrado ante la Administración no constituye en modo alguno objeto de decisión del amparo por mora por cuanto su análisis y resolución expresa sólo compete al administrador en su ámbito funcional respectivo (ver de mi coautoría con PISANI, Beatriz, Amparo por Mora de la Administración, Advocatus, Córdoba, 2010,     p. 27).

15.- Es obligación de la Administración implementar las medidas necesarias a fin de que el cauce procedimental para la producción de sus actos se cumpla dentro de los plazos legales establecidos, en la medida de lo razonable y por los medios previstos legalmente.
Los motivos invocados por la demandada en su contestación de la demanda (cfr. ptos. I y II, fs. 10) a través de los cuales pretende tener por contestado el reclamo respecto del fondo de la cuestión, son incompatibles con las consideraciones desarrolladas precedentemente.

En efecto, la demandada no ha logrado justificar la demora en el marco temporal transcurrido y los argumentos tendientes a poner de relieve la improcedencia de la acción de amparo por mora por las razones ya señaladas, no son de recibo y no alcanzan para eximirla de la obligación constitucional de pronunciarse expresamente.

A consecuencia de lo analizado y conforme las constancias obrantes en la causa al momento del presente fallo que evidencian la ausencia de una decisión expresa al planteo administrativo formulado oportunamente (cfr. expte. ppal. "Alberto, Sandra del Valle c/ Municipalidad de Colonia San Bartolomé - Amparo por Mora" - Expte. N° 2217887), la mora denunciada se ha perfeccionado por haber transcurrido en exceso desde la solicitud iniciada con fecha trece de marzo de dos mil catorce (cfr. fs. 1), el plazo establecido por el artículo 67 inciso g) de la Ley 6658 para que la demandada brindase respuesta expresa al reclamo, sin que ello se hubiera producido.
Ello determina en el presente caso la configuración de una situación objetiva de demora que hace procedente la acción de amparo por mora contra la Administración, lo que así corresponde resolver.

16.- En mérito a los argumentos señalados, corresponde hacer lugar al recurso de casación y, en consecuencia, sin necesidad de reenvío (art. 390 del C.P.C. y C.) casar la sentencia impugnada y, por los mismos fundamentos, hacer lugar a la acción de amparo por mora promovida por la Señora Sandra del Valle Alberto y, ordenar a la Municipalidad de Colonia San Bartolomé que en el plazo de veinte (20) días hábiles administrativos resuelva expresamente el reclamo administrativo formulado con fecha trece de marzo de dos mil catorce y notifique fehacientemente el acto administrativo resultante.
17.- Finalmente, en cuanto a las costas generadas en ambas instancias corresponde imponerlas a la demandada (art. 10, Ley 8508).
Así voto.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:
Corresponde: I) Admitir el recurso directo interpuesto por la parte actora                   (fs. 27/30vta.) en contra del Auto Número Ciento treinta y seis, dictado por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la ciudad de San Francisco el nueve de junio de dos mil dieciséis (fs. 25/26vta.) y, en consecuencia, declarar mal denegado el recurso de casación.

II) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto (fs. 16/21) en contra de la Sentencia Número Noventa y uno del veintidós de septiembre de dos mil quince (fs. 11/15) y, en consecuencia, casar dicho pronunciamiento en todos sus términos.

III) Hacer lugar a la acción de amparo por mora promovida por la Señora Sandra del Valle Alberto y, en su mérito, ordenar a la Municipalidad de Colonia San Bartolomé que en el plazo de veinte (20) días hábiles administrativos resuelva expresamente el reclamo administrativo formulado con fecha trece de marzo de dos mil catorce y notifique fehacientemente el acto administrativo resultante.

IV) Imponer las costas de todas las instancias a la vencida (art. 10, Ley 8508).
V) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Andrés G. González -parte actora-, por los trabajos realizados en la instancia extraordinaria, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ibídem, en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41, ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31, ibídem.

VI) Ordenar la agregación del cuerpo de la queja a las actuaciones principales.

Así voto.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.
Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa, por unanimidad,

RESUELVE:
I) Admitir el recurso directo interpuesto por la parte actora (fs. 27/30vta.) en contra del Auto Número Ciento treinta y seis, dictado por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de la ciudad de San Francisco el nueve de junio de dos mil dieciséis (fs. 25/26vta.) y, en consecuencia, declarar mal denegado el recurso de casación.

II) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto (fs. 16/21) en contra de la Sentencia Número Noventa y uno del veintidós de septiembre de dos mil quince (fs. 11/15) y, en consecuencia, casar dicho pronunciamiento en todos sus términos.

III) Hacer lugar a la acción de amparo por mora promovida por la Señora Sandra del Valle Alberto y, en su mérito, ordenar a la Municipalidad de Colonia San Bartolomé que en el plazo de veinte (20) días hábiles administrativos resuelva expresamente el reclamo administrativo formulado con fecha trece de marzo de dos mil catorce y notifique fehacientemente el acto administrativo resultante.

IV) Imponer las costas de todas las instancias a la vencida (art. 10, Ley 8508).

V) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Andrés G. González -parte actora-, por los trabajos realizados en la instancia extraordinaria, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ibídem, en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41, ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31, ibídem.

VI) Ordenar la agregación del cuerpo de la queja a las actuaciones principales.

Protocolizar, dar copia y bajar.-
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